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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.-     Generalidades del mercado del arroz

Inicialmente es preciso señalar que el mercado del arroz se desenvuelve en varias etapas, en las que intervienen, a su vez, diversos agentes económicos. Así, en primer lugar, se encuentra la producción agrícola, que corresponde a la siembra del arroz paddy verde (cáscara) por parte de los agricultores o cultivadores. Posteriormente, tiene lugar el procesamiento industrial a cargo de los molinos, el cual consiste en: “someter el arroz paddy verde a un proceso de secamiento (paddy seco), descascarillado (trilla) y pulimento, para obtener arroz blanco”
 apto para el consumo humano. Por último, se desarrolla el proceso de comercialización en el que se vende el arroz blanco y sus subproductos. A continuación se graficará la estructura de la cadena productiva del arroz:
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El país arrocero se subdivide en varias zonas, de acuerdo con sus características agroecológicas. Bajo esta perspectiva, se encuentran la Zona Centro compuesta por los Departamentos de Tolima, Huila, Cundinamarca y Valle; la Zona Llanos integrada por los Departamentos de Meta, Casanare y Arauca; la Zona Costa Norte formada por los Departamentos de Córdoba, Sucre y Bolívar; la Zona del Bajo Cauca compuesta por los Departamentos de Antioquia y Choco; y la Zona de los Santanderes. 

En términos cuantitativos los Departamentos de Tolima y Meta son los mayores cultivadores de arroz del país, con aproximadamente el 75% de la producción total
. No obstante, la participación departamental en la producción nacional varia dependiendo de la forma como se siembra y de las técnicas de producción utilizadas. 

A continuación se graficará la participación departamental para el año 2007 en la producción nacional
: 

	ARROZ RIEGO

	ARROZ SECANO MECANIZADO

	ARROZ SECANO

 MANUAL


	DEPTO
	%
	DEPTO
	%
	DEPTO
	%

	Tolima
	44,20%
	Meta
	39,90%
	Antioquia
	35,10%

	Huila
	12,60%
	Casanare
	18,00%
	Córdoba
	21,20%

	N. de Santander
	9,30%
	Sucre
	13,70%
	Choco
	20,50%

	Meta
	8,80%
	Antioquia
	5,40%
	Sucre
	12,70%

	Casanare
	8,50%
	Bolívar
	4,50%
	Bolívar
	5,70%

	Otros
	16,60%
	Otros
	18,50%
	Otros
	4,80%

	TOTAL
	100 %
	TOTAL
	100 %
	TOTAL
	100 %


Conforme a las estadísticas vigentes, tanto el arroz riego como el arroz secano mecanizado representan el 95% del área total de la producción nacional. La gran diferencia entre ambas modalidades radica, en que mientras la producción del arroz riego se presenta de manera continua durante todo el año, el arroz secano mecanizado únicamente se produce en las épocas de lluvia que tienen lugar entre los meses de abril y octubre de cada año. 

Según el III Censo Nacional Arrocero, realizado en el año 2007, en Colombia existen 12.400 productores de arroz mecanizado que cultivan en 17.352 unidades productoras, de las cuales 7.540 (58.1%) son sembradas por arrendatarios; el 96.5% de las unidades productoras son menores de 50 hectáreas. Como puede observarse existe un número considerable de productores-agricultores de arroz paddy verde en Colombia. De hecho, se estima que sólo en el Departamento del Tolima, este producto es cultivado por 2.544 productores-agricultores
. 

Como lo definió el Acuerdo Marco de Competitividad de la Cadena del Arroz
, el sector arrocero colombiano es un sistema productivo heterogéneo, en el cual, por una parte, conviven explotaciones agropecuarias tecnificadas y eficientes, con posibilidades de competir en el mercado nacional e internacional y; por la otra, explotaciones menos eficientes, con relativo atraso tecnológico, con prácticas inadecuadas y no sostenibles, y con limitaciones en materia de infraestructura, escalas de producción y capacitación del recurso humano. 

Conforme a esta realidad, en el campo del procesamiento industrial, existe un grupo de molinos líderes que procesan cerca del 63% de la producción nacional de arroz, con tecnologías de punta y economías de escala, frente a un grupo mayoritario de molinos -más pequeños- que procesan el resto de dicha producción, con escasa capacidad de maniobra y cierto atraso tecnológico.  En seguida se transcribirá una gráfica en la que se representa la estratificación de los molinos y su participación en el mercado:
	INDUSTRIA MOLINERA DE ARROZ

Tamaño y Mercado

	TAMAÑO
	#
	VOLUMEN DE COMPRA

Toneladas x año

	PARTICIPACIÓN EN EL MERCARDO (%)

	Grandes
	5
	Más de 200.000
	63

	Medianos
	9
	40.000 - 200.000
	30

	Pequeños
	76
	Menos de 40.000
	7


Las estadísticas para los años 2004 y 2005, conforme a las Superintendencias de Sociedades y de Industria y Comercio, reflejan la siguiente composición del mercado de arroz: (i) En primer lugar, aparece Roa y Flor Huila, con una cuota del 38%, (ii) seguidos por Arroz Diana quien cuenta con el 12%, (iii) Procearroz con el 9%, (iv) Improarroz con el 8%, (v) Uniarroz que posee el 5%; y finalmente, (vi) Arroz Caribe con el 5%. El resto del mercado se encuentra diseminado en pequeños molinos
. Gráficamente la citada composición se expresa de la siguiente manera: 
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Debiendo agregar que el arroz paddy verde que se produce en los Departamentos de Tolima y Huila, es procesado en los molinos ubicados en la misma zona, quienes compran el 95% del arroz paddy verde que allí se produce
. 

En cuanto a la composición del mercado, se debe reconocer que las empresas del Grupo Roa, esto es, Molinos Roa y Flor Huila ejercen un poder enorme sobre el mercado, como quiera que tienen la capacidad para adquirir el 27.9% de la producción nacional, mientras que el segundo operador solamente tiene capacidad para comprar el 11,5% de la producción; los siguientes dos industriales pueden acceder a algo más del 5% de la producción; mientras que los dos agentes siguientes compran entre el 4 y el 5% de lo producido. Las restantes 84 industrias únicamente pueden adquirir el 40,62% de la producción nacional, lo que equivale a que cada una adquiere en promedio el 0.48%.

La industria del arroz en su cadena productiva se encuentra sujeta a una infinidad de variables de las cuales depende su competitividad. Entre ellas se destacan las siguientes: (i) La devaluación o reevaluación del peso, la cual afecta la exportación de excedentes del producto y aumenta la importación del grano, sobre todo frente a países competidores como Venezuela, Ecuador, Brasil, Argentina, Uruguay y los Estados Unidos; (ii) Las tasas de interés, en el sentido que al aumentar el costo del dinero, se encarecen los costos financieros y de inversión; (iii) La infraestructura vial, toda vez que el mal estado de las vías aumentan los sobrecostos en insumos y en maquinaria, así como el valor de los productos que se sacan al mercado; (iv) Los fenómenos climáticos, pues de ellos depende la conservación del recurso del agua para efectos de la irrigación; (v) Los servicios públicos, ya que de su costo y de su continua prestación dependen los costos de la industria; (vi) La inseguridad de las zonas rurales, pues la imposibilidad de dirigir directamente cultivos y empresas dificulta la gestión empresarial y la inversión; (vii) Las distorsiones del mercado mundial, originadas en las políticas de protección y subsidios de otros Estados y el crecimiento del contrabando; (viii) El costo de los factores de producción, entre los cuales, se destacan: las semillas, la tierra, la maquinaria y los insumos; y finalmente; (vii) El porcentaje de tierras adecuadas con infraestructura de riego y drenaje
. 
De acuerdo con la Superintendencia de Industria y Comercio, en el proceso de producción y comercialización de arroz blanco, el arroz paddy verde tiene el mayor impacto, pues representa más del 83% de los costos totales que deben asumir los molinos. De acuerdo con la misma entidad de control, la posibilidad que tienen los productores-agricultores de negociar el precio de su cosecha es prácticamente nula, pues normalmente es el industrial quien asigna el precio de compra
.
Ahora bien, generalmente, ese precio de compra es fijado exclusivamente por cinco (5) de los seis (6) molinos mencionados, quienes tienen una amplia concentración de la demanda de arroz paddy verde, pues de los 90 molinos activos en el país, son éstos quienes aplican tecnologías de punta y poseen economías de escala. Los demás se caracterizan por aplicar tecnologías atrasadas y por tener niveles escasos de producción, razón por la cual no son verdades competidores en este mercado y carecen de poder de dirección en el mismo. Este hecho se refleja aún más en los Departamentos de Tolima y del Huila, en donde como se señaló su participación en el mercado asciende a 95%.  
Por esta razón, la Superintendencia de Industria y Comercio concluyó que la industria molinera en la Zona Centro (particularmente en los departamentos mencionados), se aproxima desde el punto de vista de la demanda a un mercado oligopsonio, esto es, a la “situación que surge en mercados donde no existen muchos consumidores sino un número pequeño, en los cuales se deposita el control y el poder sobre los precios y las cantidades de un producto en el mercado. Por lo tanto, los beneficios se concentrarían en los consumidores, pero no en los productores, los cuales ven empeorar su situación al no recibir un precio razonable por los productos que elaboran”
.
Lo anterior ocurrió en la práctica cuando la citada entidad de control al régimen de competencia descubrió que entre los meses de enero y junio de 2004, los cinco (5) grandes molinos del país, esto es, Molinos Roa S.A, Molino Flor Huila S.A, Arroz Diana S.A., Unión de Arroceros S.A y Procesadora de Arroz Ltda., incurrieron en un acuerdo horizontal de precios, infringiendo el numeral 1° del artículo 47 del Decreto 2153 de 1992, conforme al cual: “se consideran contrarios a la libre competencia, entre otros, los siguientes acuerdos: (…) 1. Los que tengan por objeto o tengan como efecto la fijación directa o indirecta de precios”.

Al examinar el comportamiento de los citados Molinos, la Superintendencia de Industria y Comercio encontró que al interior de cada uno de ellos existen Comités de Compra, encargados de definir los precios base que se aplican a la adquisición del arroz paddy verde. Las determinaciones sobre el particular son comunicadas a los agricultores a través de memorandos. 

Es práctica común que los molinos financian insumos y prestan dinero en efectivo para la cosecha (con hipoteca o prenda), pero no existe un precio piso o de sustentación en el mercado. Además, el precio no se fija el día en que empieza la siembra, sino que se establece por los molinos el día en que los cultivadores entregan el arroz. 
Para la Superintendencia de Industria y Comercio, el comportamiento de los cinco (5) grandes molinos investigados demostraba que habían incrementado y disminuido los precios base de compra de arroz paddy verde en el mismo valor, en forma casi perfecta, en idéntica proporción y en fechas similares, lo que permitió inferir que existió un acuerdo tácito para manejar artificialmente el precio del citado producto, eliminando la incertidumbre en la conducta de sus competidores, en un claro desconocimiento de los principios que rigen la libre competencia económica. Por lo demás, como prueba adicional se encontró que la fijación del precio era irracional frente al comportamiento del mercado. Por esta razón, se impusieron a título de sanción un conjunto de multas a los investigados
.

2.-    Deficiencias en el mercado del arroz y obstáculos para los agricultores
De acuerdo con lo expuesto, se pueden resumir las realidades que se presentan en el mercado del arroz, en los siguientes términos:

2.1.-  Son los industriales del arroz quienes fijan el precio de compra del arroz paddy verde, de acuerdo a unos precios base establecidos por los Comités de Compra existentes en la mayoría de molinos. 

2.2.- Aun cuando en teoría los precios base deben fijarse de acuerdo con las reglas del mercado (interacción de la oferta y la demanda), la experiencia demuestra que la estructura del sector, la cual se aproxima desde el punto de vista de la demanda a un mercado oligopsonio, hace que los molinos tiendan a mantener un precio bajo del producto, disminuyendo su compra. 
Adicionalmente, como ya se investigó, demostró y sancionó por la Superintendencia de Industria y Comercio, se está en presencia de un mercado propicio al establecimiento de acuerdos tácitos o expresos de precios, a fin de evitar la reacción de los rivales, en lo que generalmente se denomina la “guerra de los precios”.
A lo expuesto se debe agregar que la comercialización del arroz paddy verde se realiza directamente entre productores e industriales, pues no existen intermediarios en esta operación. Así mismo, es preciso tener en cuenta que se presenta una limitante de tipo natural y es que el arroz paddy verde es un producto perecedero, por lo que su secado debe empezar veinticuatro (24) horas después de recolectado.

2.3.- Lo anterior conduce a que el agricultor no tiene poder alguno de negociación y, adicionalmente, a que no encuentra otros compradores que le brinden un precio mayor o un precio diferente.  

Esta situación no sólo se origina de las condiciones del mercado previamente expuestas, sino también de las negociaciones que se adelantan en la cadena productiva entre agricultores e industriales. 
En efecto, como previamente se señaló, es práctica común que los molinos financian insumos y prestan dinero en efectivo para la cosecha, la cual se garantiza con el otorgamiento de una hipoteca sobre propiedades o lotes de terreno (caso excepcional) o con contratos de prenda agraria sobre los cultivos (la regla general), cuyo objeto consiste en garantizar obligaciones mediante una prenda sin tenencia de bienes. El bien gravado con prenda es el cultivo de arroz, cuya ubicación, características y extensión, quedan plenamente determinados en el contrato. 
Entre otras, como lo encontró la Superintendencia de Industria y Comercio, en dichos actos surgen como obligaciones del deudor prendario, la prohibición de entregar a cualquier título los bienes dados en prenda a terceros; así como el compromiso de entregar al acreedor prendario (molino) la totalidad de la producción de las unidades o lotes descritos. Por otra parte, aunque en algunos contratos contemplan la posibilidad de que el agricultor venda la cosecha a otro molino que ofrezca mejor precio -diferente al del acreedor prendario-, esta posibilidad está condicionada a que exista autorización previa y escrita del molino acreedor, previniendo que en caso de no existir la correspondiente autorización, el deudor deberá cancelar una cláusula penal.    

Con fundamento en lo anterior, la Superintendencia de Industria y Comercio señaló que: “es claro a la luz de lo establecido, que el agricultor que solicite financiamiento a un molino verá limitada su libertad para negociar el precio de su cultivo. En el mejor de los escenarios, si consigue que un molino diferente al acreedor le ofrezca mejor precio por su cosecha, estará obligado a conseguir la autorización previa y escrita de su acreedor, lo que implica tiempo y trámites adicionales, aspectos que en temporada de cosecha resultaran adversos a la premura con la que se debe negociar el arroz por las características de fragilidad del grano, una vez llegado al punto de madurez en la espiga. (…) Bajos estas consideraciones, resulta evidente que la capacidad de negociación del agricultor está limitada, no sólo porque tiene obligaciones que cumplir con los molinos acreedores, regidas por contratos con cláusulas como las anteriormente señaladas, sino además por la estructura misma del mercado en que participa, caracterizado por una oferta atomizada y una demanda fuertemente concentrada, sumado al hecho de que tiene en sus manos un producto perecedero, que de alguna manera hace que el tiempo juegue en su contra”.   
De suerte que, el valor base del arroz depende de los molinos, sin que existan criterios objetivos para su establecimiento, y sin que los productores o agricultores tengan la posibilidad de deliberar sobre el mismo o puedan encontrar otros compradores que les brinden un precio mayor o un precio diferente.  

2.4.- El precio no se fija el día en que empieza la siembra, sino que se establece por los molinos el día en que los cultivadores entregan el arroz. De modo que es posible que el valor del citado producto suba o bajo dependiendo de la demora que exista en el proceso de acopio de la cosecha. Por esta razón, adicionalmente, los productores-agricultores no pueden estimar al iniciar del negocio si van a ganar o si van a perder.

2.5.- Los molinos acostumbran a fijar unas medidas, proporciones o cantidades como “base de compra”, entre las cuales se encuentran: la impureza, la humedad, el índice pilada
 y el grano yesado
. Cada medida se acompaña de un índice, de suerte que cuando alguno de ellos resulta negativo se disminuye el número de kilos a pagar, y por el contrario, cuando alguno de ellos resulta positivo, se omite otorgar un valor adicional al agricultor por dicha circunstancia. Esto significa que para los productores resulta exactamente igual entregar un producto de mejor calidad, pues frente al mismo no se reconoce ningún tipo de recompensa. Al revés, aun cuando resulte paradójico, si eventualmente tres índices son positivos y tan sólo uno negativo, el valor a cancelar -en todo caso- será restando el número de kilos por pagar. No queda duda que se trata de condiciones típicamente leoninas, en las cuales, únicamente resultan beneficiados los molinos. A continuación se transcribirá una gráfica que representa la forma cómo los molinos liquidan las compras de arroz, realizada en el pasado mes de diciembre de 2009, a saber
: 
	BASE DE COMPRA

	Valor Base: 

$ 92.300
	Impureza máximo: 3.00%
	Humedad máximo: 24.00%
	Índice pilada:
56.00%
	Grano yesado:
6.00%


DETALLE DE LA COMPRA (09-10 de diciembre de 2009) 
	# de entregas
	Kilos brutos
	Kilos Netos
	% IMP
	% HUM
	%

I.P.
	GRA YES
	Kilos ajustados NO calidad
	Kilos a pagar

	1
	11.510
	11.510
	3.5
	19.1
	57.5
	4.8
	-59
	11.451

	2
	13.560
	13.560
	3.0
	20.2
	57.6
	3.2
	
	13.560

	3
	11.320
	11.320
	3.3
	19.8
	57.8
	5.6
	-35
	11.285

	4
	11.180
	11.180
	2.9
	18.9
	61.6
	5.6
	
	11.180

	5
	13.750
	13.750
	3.3
	19.0
	59.4
	5.6
	-43
	13.707

	6
	13.280
	13.280
	3.5
	19.3
	60,3
	4.8
	-68
	13.212

	7
	13.300
	13.300
	3.4
	21.1
	57.4
	5.6
	-55
	13.245

	TOTAL
	87.900
	87.900
	-
	-
	-
	-
	- 260
	87.640


Obsérvese cómo en la gráfica previamente trascrita se encuentra que el valor base correspondiente al promedio carga ascendía a $ 92.300 pesos. Dicho promedio carga equivale a 125 kilos
. Así las cosas, nótese cómo a pesar de que el agricultor entregó 87.900 kilos de arroz paddy verde, únicamente le cancelaron la suma de 87.640 kilos. 
En términos económicos, lo anterior representó para un pequeño productor la pérdida de aproximadamente una suma cercana a $ 200.000 mil pesos, en sólo dos días de entrega de su cosecha. Suponiendo que las entregas son constantes e invariables en el mismo promedio durante un mes, este agricultor perderá cerca de $ 3.000.000 millones de pesos. Y si las mismas se mantienen inalterables durante un año
, el nivel de pérdidas ascenderá a $ 36.000.000 millones de pesos. 
Vale la pena aclarar, como ocurre en la realidad, que en aquellos casos en que los agricultores manejan mayores volúmenes de entregas, las pérdidas acumuladas también llegarán a sumas verdaderamente escandalosas. 
Un elemento adicional que se observa en la gráfica trascrita, demuestra cómo, a pesar de que las entregas tienen un solo índice negativo, correspondiente al nivel de impureza del arroz, se descuenta -en todo caso- el valor promedio de los kilos a pagar al agricultor, sin importar que los otros índices sean favorables al industrial, como ocurre con el mayor índice de pelada o con la menor humedad. 

No guarda ningún criterio de justicia que mientras un índice negativo reduzca el valor del precio del producto, tres (3) índices favorables no lo mejoren o por lo menos impidan su reducción. 
2.6.- Un problema adicional se presenta en la forma como se toman las muestras y contramuestras para efectos de determinar la calidad del producto, según los criterios previamente explicados, utilizados para fijar el precio. En efecto, las muestras y contramuestras se toman directamente del medio transporte utilizado para su entrega (lo que hace que aumente el nivel de impureza del arroz), por parte de los propios molinos y sin posibilidad de controvertir los resultados. No existe, adicionalmente, una verificación de los equipos utilizados, lo que hace que los mismos puedan ser adulterados sin ningún tipo de control. 
2.7.- Desde el punto de vista gubernamental, el precio del arroz paddy verde ha sido objeto de control, por regla general, a través de un instrumento legal denominado “incentivo al almacenamiento” implementado por el Gobierno Nacional desde el año 1996, con  fundamento en el artículo 7 de la Ley 101 de 1993. Al respecto, la norma en cita dispone que: 

“Artículo 7o. Cuando circunstancias ligadas a la protección de los recursos naturales orientados a la producción agropecuaria, a la protección del ingreso rural y al mantenimiento de la paz social en el agro así lo ameriten, el Gobierno podrá otorgar, en forma selectiva y temporal, incentivos y apoyos directos a los productores agropecuarios y pesqueros, en relación directa al área productiva o a sus volúmenes de producción. 

Parágrafo. La Comisión Nacional Agropecuaria creada por la presente ley, emitirá concepto con relación a las áreas de aplicación, productos y montos de los incentivos y apoyos establecidos en el presente artículo”.
En el caso del mercado del arroz, el incentivo se dirige a beneficiar a los molinos, en la medida en que el Gobierno Nacional les paga los costos financieros y de reserva de existencias, correspondiente a tener el arroz almacenado en depósitos o bodegas durante varios meses. 

El incentivo surge entonces como una propuesta que busca regular el mercado en términos de oferta. De suerte que, los meses en que existen excedentes en la producción de arroz, sirven para compensar aquéllos en los que se presentan escasez del producto. 

El incentivo parte de reconocer un apoyo directo del Gobierno Nacional al productor, el cual representa los costos de secamiento y almacenamiento del arroz, exigiendo como contrapartida que el agente beneficiado se comprometa a pagar un determinado precio de compra del arroz a los agricultores. Con este mecanismo se benefician a los productores porque en épocas de cosecha no se alteran los precios y porque reciben un auxilio para sufragar los costos de almacenamiento; igualmente se beneficia al comercio porque existen reservas de arroz durante todo el año; y finalmente, se beneficia al consumidor, al lograr que durante los eventuales períodos de escasez, el precio del producto no suba, pues éste producto está considerado como un bien de primera necesidad.  

Para el año 2009 el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural apropio los recursos necesarios para el otorgamiento del incentivo al almacenamiento, que se adjudicó en el segundo semestre entre los meses de agosto a diciembre. Lo anterior, se justificó por la estacionalidad de la cosecha originada por las siembras del sistema “secano mecanizado” durante el primer semestre en los Llanos orientales, región  que  representa el 40% del área cultivada del país. Esto generó como consecuencia que al recolectarse la cosecha en el segundo período del año, se produjo un excedente temporal de aproximadamente 200 mil toneladas de arroz. Ante tal excedente era necesario el uso del incentivo al almacenamiento, para sacar del mercado los volúmenes de arroz requeridos, generar estabilidad en el precio y garantizar el suministro de este producto en el primer semestre de este año, período durante el cual el país posiblemente será deficitario en producción arrocera
.

 
Un hecho importante debe destacarse. En el año de 2008, las condiciones de cultivo del arroz en Colombia variaron ostensiblemente por el auge en la producción de los biocombustibles, lo cual implicó la destinación de extensas áreas para el cultivo de éstos últimos, en detrimento de aquéllas utilizadas en la producción de arroz. El efecto que se generó desde punto de vista económico fue la reducción de la oferta, con el correlativo incremento en el precio al agricultor por encima de los índices históricos, durante los meses de junio y octubre de 2008. 
Este acontecimiento mejoró las expectativas de precios para el año 2009, lo cual se tradujo en un incremento de las siembras de aproximadamente 54 mil hectáreas a nivel nacional, de las cuales 40 mil se sembraron en la zona de los Llanos Orientales.

 

De este modo, la producción del arroz produjo excedentes en el segundo semestre muy por encima de los  índices históricos, situación que se tornó aún más compleja ante el ingreso de arroz de contrabando. En términos estadísticos, el 30 de junio de 2009, existían en el país inventarios 500 veces superiores al comportamiento normal del mercado. En efecto, para la fecha en cuestión, la oferta de arroz debía ser de 60 mil toneladas y había 318 mil toneladas de paddy verde.

Toda la situación anterior indicaba que era indispensable aprobar el incentivo al almacenamiento con recursos superiores a los de años anteriores, pues con los altos inventarios existentes y la cosecha que se avecinaba, era inminente una  afectación del mercado.

 

El Gobierno Nacional mediante varias Resoluciones aplicó el mecanismo de incentivo de almacenamiento, inicialmente con 30 mil millones, suma que se fue incrementado en medio de discusiones generadas por la renuencia de la industria a participar del incentivo, hasta llegar a 40 mil millones.

 

No obstante los esfuerzos, el incentivo no produjo los resultados esperados en el mercado, como quiera que  la industria sólo reconoció los precios fijados en las normas del incentivo para los Llanos Orientales y, además, sus compras estuvieron dirigidas tan sólo a recaudar su propia cartera generada en la obligada adquisición de insumos.

En efecto, la actitud de las empresas dominantes de negarse a participar en el incentivo, forzó una caída en los precios de compra del arroz paddy verde en un 34% frente al precio registrado en diciembre de 2008. Si el mismo se compara con el precio de compra que registró el arroz al productor en diciembre de 2007, el crecimiento sólo ha sido en términos reales del 1.25%.
 
Cosa diferente se desprende al comparar el comportamiento de los precios al  consumidor, pues si en términos reales en el 2008 se incrementaron un 43.1%, con respecto al 2007, en lo que va corrido del año han decaído un 9.25%; no obstante si lo comparamos con el precio del arroz blanco en diciembre del 2007, se observa un incremento en términos reales del 29.24%.
Como consecuencia de la caída del precio ya se han generado pérdidas en el sector productor arrocero, de al menos 700 mil millones de pesos, situación que afecta ostensiblemente a más de 200 municipios del país, donde buena parte del ingreso se origina en el cultivo del arroz.

 

Ello por supuesto tendrá consecuencias económicas y sociales  de incalculables proporciones, a más de generar un desestímulo a la actividad, que puede traducirse en una reducción sustancial de las siembras para el año 2010, poniendo con ello en riesgo la seguridad alimentaria del país.

3.-     La realidad económica en el año 2009

En el año 2009, en concreto, hasta el 15 de septiembre, los molinos que compran en la región del Tolima Grande estaban pagando por carga de arroz paddy verde la suma de $103.000 pesos
.

A partir de dicha fecha, las empresas más grandes del sector, esto es, Roa S.A. y Florhuila S.A., comenzaron unilateralmente a pagar por la misma carga de arroz la suma de $93.000 pesos, sin que las condiciones del mercado justificaran un decrecimiento en el precio del producto, como el ocurrido.

Consecuencialmente, los demás molinos se vieron en la obligación de bajar los precios de compra, toda vez que no les permitía competir con las empresas antes citadas. De acuerdo con los precios de venta del arroz blanco en el mercado nacional, que es de aproximadamente mil seiscientos pesos por kilo ($1.600/Kg.), los industriales estuvieron en capacidad de pagar por carga a los productores       $ 105.000 mil pesos
.

Adicionalmente, los molinos notificaron a los agricultores que actualmente no tienen obligaciones con ellos,  en el sentido de que este año será condición para recibirles la cosecha, adquirir  con el respectivo molino, la totalidad de los  insumos que requieran para el cultivo. Esto en términos económicos se denomina compra y/o venta atada. 
En otras regiones, como ocurre en la zona de Granada, la industria molinera condicionó el recibo de arroz paddy verde únicamente al cruce de cartera. Adicionalmente el recibo de arroz, se autoriza solo si se factura anticipadamente un porcentaje de agroquímicos, volviéndose este hecho una práctica generalizada en la región. 

Por su parte, en Yopal, los agricultores debían inscribir el área a comercializar con el molino y, posteriormente, entregar la cosecha respectiva. Esta condición fue modificada posteriormente con un "otro-sí", en el cual el molino ajustó el área de cultivo, según su conveniencia (riego  - secano), como condición para comprar la cosecha. Luego les manifestó a los agricultores que sólo recibirían arroz para cubrir la cartera que tuvieran con ellos o con su filial.  

Esta situación, dejó por fuera muchos agricultores que no pudieron entregar su arroz por cuanto utilizaron otros fuentes de financiación y ante la negativa de los molinos de comprar su cosecha debieron entregar su producto -en muchos casos- a compradores por fuera del incentivo, quienes llegaron a pagar a $420 kg de paddy verde cuando el incentivo lo había fijado en $725.57 kg para esta zona.

 

Todo lo anterior se agravó aún más con la expedición de la Resolución No. 240 del 2 de septiembre de 2009 del Ministerio de Agricultura, a través de la cual se modificó algunas condiciones del incentivo al almacenamiento y se estableció para el pago al productor hasta 90 días contados a partir de la entrega, con sujeción a los siguientes porcentajes: el 30% a 15 días, el 20% a 60 días y el 50% a 90 días. Esta decisión afectó gravemente las economías de los agricultores, pues la práctica reiterada ha sido que el pago se realiza en un período de 60 días. 
Con fundamento en lo anterior, se procederá a recordar algunos de los principales actores que hacen parte del negocio del arroz y a continuación se explicarán las medidas propuestas en este proyecto de ley. 
4.-    Actores del negocio del arroz 

Además de los Ministerios de Agricultura, Comercio, Industria y Turismo, Hacienda y Crédito Público, Medio Ambiente y el Departamento Nacional de Planeación, tiene transcendencia en este mercado, la Superintendencia de Industria y Comercio, quien paulatinamente ha ido adoptado medidas de protección a la libre competencia en la cadena de producción del arroz. 
Desde el punto de vista gremial, existe la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ), la Federación de Industriales del Arroz (INDUARROZ) y la Asociación Nacional de Molineros de Arroz (MOLIARROZ). 

La Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ), es una asociación de carácter nacional, compuesta por los productores del arroz, que se afilian a ella, la cual ha sido el pilar fundamental de defensa de los intereses de miles de agricultores de este producto a lo largo y ancho del país 

La Federación tiene a su cargo la administración del Fondo Nacional del Arroz creado mediante Ley 101 de 1963, como una cuenta especial para el manejo de los recursos provenientes de la cuota de fomento arrocero. Esta cuota asciende al 0.5% del precio de venta de cada kilogramo de arroz paddy verde que se produzca en el territorio nacional. Los recursos que se obtienen deben destinarse, conforme a la ley: “a la ejecución o financiamiento de programas de investigación, transferencia de tecnología, comercialización, apoyo a las exportaciones y estabilización de precios en armonía con las metas y políticas trazadas para el sector rural y la actividad agrícola dentro del Plan Nacional de Desarrollo, de manera que se consigan beneficios tanto para los productores como para los consumidores nacionales”
.  
El valor de las cuotas de fomento arrocero es liquidado sobre el precio de venta del producto
. 

En todo caso, la normatividad vigente faculta a la Federación para organizar un cuerpo de visitadores cuya función sea la de colaborar con la DIAN y la Controlaría General de la República, en el desarrollo de la labor de control a la liquidación, recaudo y remesa oportuna de las cuotas de fomento
. 

De otro lado, la Ley 67 de 1983 establece que la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ), deberá preparar un plan de inversiones y gastos, el cual será aprobado anualmente por una comisión integrada por los señores Ministros de Agricultura, o su delegado, quien la presidirá; Hacienda o su delegado, Desarrollo o su delegado; el jefe del Departamento Nacional de Planeación o su delegado, y por tres miembros elegidos por la Junta Directiva de la Federación. Esta Comisión recibe el nombre de Comisión de Fomento Arrocero
. 
Finalmente, a través de la Resolución No. 028 de 2002, se creó el Consejo Nacional del Arroz, como un organismo asesor del Gobierno Nacional en materia de política agrícola para este sector
. Entre sus funciones se encuentran: “1. Contribuir a formular y evaluar el Plan Nacional Arrocero a mediano y largo plazo (…); 2. Promover, verificar e impulsar el cumplimiento de los compromisos contenidos en el Acuerdo Sectorial de Competitividad de la Cadena, evaluar su desarrollo, proponer y realizar los ajustes que se requieran (…); 3. Asesor al Gobierno Nacional en materia de política agrícola en temas específicos del arroz especialmente en lo relacionado con el comercio exterior; 4. Recomendar al Gobierno Nacional acciones encaminadas al desarrollo de programas que propugnen por el fortalecimiento del sector arrocero; 5. Promover el desarrollo integral de la cadena productiva del sector arrocero colombiano, desde cada uno de sus eslabones; 6. Participar de la concertación sobre las inversiones que se adelanten con recursos públicos en el sector arrocero”, etc. 
5.-    Explicación del articulado propuesto
El articulado propuesto pretender otorgar una especial protección a los agricultores del sector arrocero, en atención a las graves deficiencias existentes en el citado mercado, las cuales están conduciendo a una situación de miseria a un número considerable de agricultores y poniendo en riesgo la paz social de diversos departamentos del país.
En este sentido, el articulado se compone de siete títulos, a saber: Disposiciones generales, políticas de precios, bases de compra, verificación de equipos, incentivos a los agricultores, promoción de la competencia y disposiciones finales. 

En el título I, se consagran las disposiciones generales, en las que básicamente se describe el objeto de la iniciativa y se formulan una serie de definiciones en relación con los términos utilizados de manera general en el proyecto de ley. En cuanto al objeto se dice que el mismo consiste en adoptar “un conjunto de medidas para otorgar especial protección a lo agricultores del sector arrocero”, a fin de “mejorar sus ingresos y condiciones de vida, ante las distorsiones existentes en este mercado, especialmente, en lo concerniente a la alta concentración de la demanda”. Para estos efectos, es preciso recordar las características y los efectos que se han generado del reconocimiento del mercado del arroz como un oligopsonio desde el punto de vista de la demanda. 

En el título II se desarrolla una política especial de precios para la compraventa del arroz paddy verde. La misma básicamente apunta al reconocimiento de un precio de referencia gubernamental, cuya fijación corresponde al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Se prohíbe la compra de arroz paddy verde por debajo de dicho precio de referencia, a fin de salvaguardar y proteger a los arroceros, frente a quienes la inexistencia de un precio piso o de sustentación en el mercado, ha permitido la imposición por los molinos de precios artificiales o amañados, con el único propósito de no reconocer una contraprestación justa por el citado producto.  
Por lo demás, se ha reconocido que los agricultores no tienen ningún poder de negociación sobre el precio y que, además, los industriales no lo fijan de acuerdo con las reglas del mercado. Es más existe un precedente de fijación de precios, cuya práctica ya fue sancionada por la Superintendencia de Industria y Comercio. 

Quien incurra en un desconocimiento de la regla prevista, será sancionado conforme a lo previsto en el numeral 15 del artículo 4° del Decreto 2153 de 1992. Esta norma reconoce multas a favor de la Superintendencia de Industria y Comercio hasta por la suma de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes o, si resulta ser mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada de la conducta por parte del infractor.
Se permite un principio de libertad para la fijación de precios, cuando el mismo supere el precio de referencia gubernamental. 

Por lo demás, se consagran los criterios que se deben tener en cuenta para la fijación del precio de referencia, y se permite que por vía reglamentaria se fije la formula que permita su determinación. En este sentido, se otorga un procedimiento especial de revisión, en el cual se requerirá el concepto previo de la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ).

Finalmente, expresamente se reconoce que esta política especial de precios, no deroga las competencias reconocidas al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para fijar directamente el precio del arroz paddy verde, en caso de existencia de fallas del mercado, como lo consagra la Ley 81 de 1988 y el Decreto 2478 de 1999. Frente a esta materia, el Consejo de Estado mediante concepto proferido el 27 de abril de 2006 por la Sala de Consulta y Servicio Civil indicó que: 
“1. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural es el organismo competente para ejercer la intervención del Estado en materia de política de precios de los productos del sector agropecuario, a través de las distintas modalidades de control establecidas en el artículo 60 de la ley 81 de 1988, régimen de control directo, de libertad regulada o de libertad vigilada. En consecuencia, le compete al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural la fijación de la política de precios de los productos agroquímicos que correspondan al concepto de insumos agropecuarios.
2. La expresión “productos del sector agropecuario” contenida en el artículo 61 de la ley 81 de 1988, comprende los productos originados del sector- productos agrícolas-, así como también aquellos que son utilizados en el proceso de producción de los mismos,- insumos agrícolas y agroquímicos-”.

Las políticas de precio de referencia han sido utilizadas con éxito en diversos sectores agrícolas a nivel internacional. Quizás uno de los mejores ejemplos se encuentra en el mercado de las naranjas en España. 

En el título III se regula lo concerniente a las bases de compra, esto es, las medidas, proporciones o cantidades que se utilizan por los industriales para determinar la calidad del producto. Frente a esta materia se ordena su unificación a cargo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y se prohíbe, por ende, utilizar por los industriales medidas distintas. De igual forma, se determina que existirán unos índices de referencia frente a dichas bases de compra, frente a las cuales se liquidarán las transferencias de dominio sobre las cosechas de arroz paddy verde. Adicionalmente, se exige que siempre que se presenten índices favorables a los industriales, éstos tendrán que reconocer un valor adicional al agricultor por la compra. Por el contrario, cuando se presenten índices negativos se podrá, como ocurre hoy en día, descontar el número de cantidades del producto a pagar. Y, finalmente, cuando al mismo tiempo existan índices positivos  e índices negativos, se deberá realizar un procedimiento de compensación. 
Se reconoce un principio de libertad frente a los índices de referencia, en el sentido de permitir que éstos sean más gravosos que los previstos por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. En este caso, se deberá cancelar un incentivo adicional al agricultor y su liquidación tendrá que realizarse de la misma manera dispuesta para los índices de referencia. 
Se consagra, por último, un régimen sancionatorio, para quien infrinja los citados mandatos, en el que se remite al Decreto 2153 de 1992. Allí se dispone que, para quien infrinja los mandatos la sanción será de multas a favor de la Superintendencia de Industria y Comercio hasta por la suma de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes o, si resulta ser mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada de la conducta por parte del infractor. Y, adicionalmente, para quien colabore, facilite, autorice, ejecute o tolere dichas conductas, las multas serán hasta por el equivalente de dos mil (2.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la imposición de la sanción, a favor de la citada Superintendencia.

En el título IV se dispone un régimen de verificación de equipos para la toma de muestras y contramuestras. Dicho régimen sigue los parámetros actualmente existentes de metrología previstos en el ordenamiento jurídico a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio, con la posibilidad de delegarla en la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ), de acuerdo con lo previsto en la Ley 489 de 1998, la cual permite la delegación de funciones administrativas a los  particulares. 

Se ordena que mediante acto administrativo se desarrolle un procedimiento objetivo para selección de muestras y contramuestras, en el que se garantice la participación directa del agricultor o quien éste delegue, tanto en el momento de la toma de las muestras y contramuestras, como en la etapa correspondiente a la verificación de las calidades del producto. Se ordena la acreditación mediante certificado de los aparatos o instrumentos con los que se toman las muestras y contramuestras con una periodicidad trimestral. 

Se consagra la posibilidad de impugnar los resultados ante la Superintendencia de Industria y Comercio o frente a su delegado. Así mismo, se consagra la inmovilización de los aparatos o instrumentos, cuando éstos no cumplan los requisitos exigidos y se consagra un régimen sancionatorio por su alteración, siguiendo las mismas multas previstas en el Decreto 2269 de 1993, esto es, condenas hasta de cien (100) salarios mínimos a favor del tesoro nacional
. 
En el título V se plasma la posibilidad de que el Gobierno Nacional reconozca incentivos a los agricultores y no sólo como ocurre hoy en día a favor de los industriales. Este requerimiento se ha venido promoviendo a nivel nacional, desde hace un buen tiempo, siendo planteado ante el Ministerio de Agricultura y Desarrollo rural, en el pasado mes de enero en el municipio de Magangue. 

Por otra parte, son sólo los industriales quienes se han beneficiado de incentivos por parte del Gobierno Nacional, en un claro desconocimiento al principio de igualdad constitucional. Por un lado, a través del incentivo al almacenamiento y por el otro, a raíz de los recursos otorgados a través del programa Agro Ingreso Seguro. Así, por ejemplo, según informes de prensa, Molino Flor Huila S.A recibió $ 69.338.914 y Unión de Arroceros S.A obtuvo la suma de $ 150.703.280. 
En el título VI se consagran normas para promover la competencia. Hoy en día inexistente en el mercado del arroz, en el cual lo que se ha producido es un verdadero cartel, desde el punto de vista del poder de oligopsonio de varias compañías. Entre los actos contrarios a la libre competencia, se reconocen los siguientes: 
a. Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, a la adquisición previa o posterior por parte del vendedor de la totalidad o de una parte de los insumos que ofrezca, provea o suministre el comprador.

b.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, al cruce de cuentas o también llamado cruce de carteras entre vendedor y comprador. 
c.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, a la inscripción previa por parte del vendedor del área de cultivo, para fines de conocimiento y comercialización del comprador. 

d.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, al seguimiento de órdenes o recomendaciones por parte del comprador, en relación con las áreas de cultivo, el sistema de siembra o las técnicas de producción. 
Las sanciones que se establecen corresponden a las previstas en el Decreto 2153 de 1992, previamente trascritas. 
En el título VII correspondiente a las disposiciones finales, se adoptan las siguientes medidas, a saber:

a.- Se prohíben las cláusulas que impidan la enajenación a favor de un tercero de los bienes pignorados por el agricultor (cosecha de arroz paddy verde) o que limiten su tradición únicamente a favor del acreedor prendario (el molino). Para estos propósitos se aplica lo dispuesto en el artículo 1216 del Código de Comercio, conforme al cual: “Los bienes dados en prenda podrán ser enajenados por el deudor, pero sólo se verificará la tradición de ellos al comprador, cuando el acreedor lo autorice o esté cubierto en su totalidad el crédito, debiendo hacerse constar este hecho en el respectivo documento, en nota suscrita por el acreedor. // En caso de autorización del acreedor, el comprador está obligado a respetar el contrato de prenda”.
Sin embargo, para acercar dicha disposición a la realidad del mercado del arroz, se exige que la autorización deberá ser otorgada en un plazo no superior a tres (3) días corrientes y que ésta no podrá negarse cuando el tercero ofrezca un mejor precio por los cultivos o cosechas de arroz paddy verde.

Bajo esta perspectiva se considera que la infracción a estos mandatos constituye un acto contrario a la libre competencia y con las consecuencias previstas en la ley. Finalmente, se permiten las cláusulas penales (práctica actual) cuando se incumple la obligación de obtener la autorización del acreedor prendario. 

b.- Se prevé un régimen especial de intereses, en el sentido de impedir que cuando el industrial tiene acreencias frente al agricultor originadas en la cadena de producción del arroz (por ejemplo, el préstamo de insumos); el primero le cobre al segundo intereses remuneratorios o moratorios sobre dichas acreencias, cuando la falta o demora en el pago se origina, a raíz del reconocimiento del beneficio de la cancelación por cuotas de la cosecha adquirida, por parte del industrial a favor del agricultor.   
c.- Se ordena al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural informar a la Superintendencia de Industria y Comercio cualquier indicio sobre prácticas contrarias a la libre competencia. El desconocimiento de esta obligación se considera una falta gravísima en términos disciplinarios. 
6.-   Soporte constitucional
Este proyecto de ley en términos constitucionales se fundamenta en lo previsto en el artículo 64 de la Constitución Política, conforme al cual es obligación del Estado adoptar medidas en diversos campos de la economía nacional, con el fin de “mejorar el ingreso y la calidad de vida” de los agricultores. De igual forma, en lo consagrado en el artículo 65 del mismo Texto Superior, en el cual se dispone que: “La producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas”.
Por otra parte, el proyecto se ajusta a los fines del Estado, teniendo en cuenta que el artículo 2º de la Constitución Política, entre otras, dispone que la organización estatal está dispuesta para “promover la prosperidad general”, “asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”, y especialmente, para proteger a todas las personas, en particular a las de menores ingresos, en sus bienes y demás derechos y libertades. 

En este sentido, el proyecto desarrolla lo previsto en el numeral 21 del artículo 150 del Texto Superior, conforme al cual se autoriza la expedición de leyes de intervención en la economía, siempre que se establezcan sus fines y se determine el alcance de la libertad económica. 

En este caso, dichos límites surgen de la regulación propuesta y los fines concuerdan con aquéllos señalados en los artículos 333 y 334 del Texto Superior, a saber: (i) restringir la libertad económica a favor del interés social; (ii) racionalizar la economía para mejorar la calidad de vida de los habitantes, (iii) distribuir equitativamente las oportunidades y (iv) promover el desarrollo armónico de las regiones. 
En concordancia con lo anterior, recuérdese que si bien el artículo 333 de la Constitución Política reconoce los derechos a la libertad económica y de empresa; dicha disposición también habilita la imposición de límites a fin de salvaguardar el interés social y, especialmente, promover la competencia. Para tal fin autoriza adoptar medidas que eviten cualquier situación de abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. Frente a esta materia, la Corte Constitucional ha dicho que: 
“La competencia es un principio estructural de la economía social del mercado, que no sólo está orientada a la defensa de los intereses particulares de los empresarios que interactúan en el mercado sino que propende por la protección del interés público, que se materializa en el beneficio obtenido por la comunidad  de una mayor calidad y unos mejores precios de los bienes y servicios que se derivan como resultado de una sana concurrencia. De ahí, que la Carta Fundamental, le ha impuesto expresamente al Estado el deber de impedir que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitar o controlar el abuso de la posición dominante que los empresarios tengan en el mercado (artículo 333 de la Constitución Política)”. Sentencia C-616 de 2001.  

En este mismo sentido, en sentencia C-815 de 2002 dispuso que: 

“De acuerdo con los artículos 333 y 334 de la Constitución Política, se reconoce y garantiza la libre competencia económica como expresión de la libre iniciativa privada en aras de obtener un beneficio o ganancia por el desarrollo y explotación de una actividad económica. No obstante, los cánones y mandatos del Estado Social imponen la obligación de armonizar dicha libertad con la función social que le es propia, es decir, es obligación de los empresarios estarse al fin social y a los límites del bien común que acompañan el ejercicio de la citada libertad. (...) Bajo estas consideraciones se concibe a la libre competencia económica, como un derecho individual y a la vez colectivo (artículo 88 de la Constitución), cuya finalidad es alcanzar un estado de competencia real, libre y no falseada, que permita la obtención del lucro individual para el empresario, a la vez que genera beneficios para el consumidor con bienes y servicios de mejor calidad, con mayores garantías y a un precio real y justo. Por lo tanto, el Estado bajo una concepción social del mercado, no actúa sólo como garante de los derechos económicos individuales, sino como corrector de las desigualdades sociales que se derivan del ejercicio irregular o arbitrario de tales libertades.

Por ello, la protección a la libre competencia económica tiene también como objeto, la competencia en sí misma considerada, es decir, más allá de salvaguardar la relación o tensión entre competidores, debe impulsar o promover la existencia de una pluralidad de oferentes que hagan efectivo el derecho a la libre elección de los consumidores, y le permita al Estado evitar la conformación de monopolios, las prácticas restrictivas de la competencia o eventuales abusos de posiciones dominantes que produzcan  distorsiones en el sistema económico competitivo. Así se garantiza tanto el interés de los competidores, el colectivo de los consumidores y el interés público del Estado.

Es así como, “... a los luz de los principios expuestos, el Estado, para preservar los valores superiores, puede regular cualquier actividad económica libre introduciendo excepciones y restricciones sin que por ello pueda decirse que sufran menoscabo  las libertades básicas que garantizan la existencia de la libre competencia... En ese contexto y supuesto el espacio de concurrencia económica en una determinada actividad, el Estado debe evitar y controlar todo aquello que se oponga a la libertad económica, dentro de lo cual está aquello que pueda constituir una restricción de la competencia...” (…) Por lo tanto, resultan admisibles conforme a la Constitución las restricciones que se establezcan por el legislador para promover la libre competencia”. 

Por último, este proyecto de ley no exige iniciativa gubernamental, conforme a lo establecido en el artículo 154 de la Constitución Política. Por lo demás, en cuanto a que su contenido normativo no implica ni genera gasto público, tampoco debe acreditar la sujeción al marco fiscal de mediano plazo, en los términos consagrados en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003.
Cordialmente,
________________________
     
RODRIGO LARA RESTREPO
     

H. Senador de la República
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PROYECTO DE LEY No ____ DE 2010 SENADO

“Por medio de la cual se adoptan medidas para otorgar especial protección a los agricultores del sector arrocero y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto. La presente ley tiene como objeto adoptar un conjunto de medidas para otorgar especial protección a los agricultores del sector arrocero, con el único propósito de mejorar sus ingresos y condiciones de vida, ante las distorsiones existentes en este mercado, especialmente, en lo concerniente a la alta concentración de la demanda. 

Artículo 2.- Definiciones. Para efectos de la presente ley se adoptarán las siguientes definiciones: 
a. Agricultor: Entiéndase por “agricultor” la persona natural o jurídica dedicada profesionalmente a la explotación agrícola del arroz paddy verde, sin importar su condición de titular, poseedor o tenedor de los terrenos, campos o cultivos destinados para tal fin. 

b. Industrial: Entiéndase por “industrial” todo agente económico que se dedica a la producción, importación, distribución, comercialización o venta de arroz blanco, sus derivados o subproductos en el territorio nacional. 

Son industriales las empresas que hacen parte de la industria molinera del arroz. 
c. Precio: Entiéndase por “precio” el valor que paga un comprador por un producto específico en un momento determinado.

d. Zonas o regiones: Entiéndase por “zona o región” la división territorial que se hace del país, con fines de llevar a cabo la explotación agrícola del arroz paddy verde.

TÍTULO II

POLÍTICA DE PRECIOS

Artículo 3.- Política de precios. La compraventa del arroz paddy verde o cualquier otro negocio jurídico que implique la transferencia de dominio sobre el citado producto, se someterá a una política especial de precios a cargo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 4.- Precio de referencia. En desarrollo de lo previsto en el artículo anterior, corresponde al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural fijar por lo menos quincenalmente un precio de referencia por carga del arroz paddy verde, mediante resolución motivada, en las diferentes zonas o regiones de producción nacional, en el que se incluya una suma que se podrá descontar en aquellos casos en los que el comprador o industrial asume los costos de transporte desde el terreno, campo o cultivo del agricultor.
Ningún industrial podrá comprar arroz paddy verde por debajo del precio de referencia, establecido para cada una de las zonas de producción nacional. En caso de que ello ocurra dicho agente económico se someterá a las sanciones previstas en el numeral 15 del artículo 4º del Decreto 2153 de 1992 y demás normas que lo complementen, modifiquen o deroguen, así como al procedimiento previsto para su imposición a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio. 

Artículo 5.- Principio de libertad frente al precio de referencia. Los industriales y agricultores de la cadena productiva del arroz podrán acordar libremente el valor base por carga del arroz paddy verde, cuando el mismo sea superior al precio de referencia señalado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 6.- Criterios para la fijación del precio de referencia. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural tendrán en cuenta los siguientes criterios para la determinación del precio de referencia, a saber: el precio de paridad de importación, los gravámenes arancelarios que afecten los insumos, la tasa representativa del mercado, el volumen de reservas o de almacenamiento del grano, los costos de asistencia técnica, arriendo, preparación del terreno, siembra, riego, fertilización, control de maleza, control de plaga, control de enfermedades, recolección y las demás variables que influyan de manera determinante en el precio del arroz paddy verde.
Para estos efectos, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá elaborar permanentemente estudios económicos representativos del mercado nacional, en convenio con la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ). 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural mantendrá en su página web, la descripción detallada de los criterios utilizados para fijar el precio de referencia y la fórmula utilizada para su determinación. 

Parágrafo.- El reglamento desarrollará tanto los criterios como la fórmula para la fijación del precio de referencia. De igual manera, determinará lo concerniente a su régimen de publicidad, de acuerdo a lo previsto en la presente ley.  

Artículo 7.- Procedimiento de revisión. Los agricultores, industriales o los gremios que los representan tendrán derecho a exigir del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, la revisión o modificación del precio de referencia, de los criterios dispuestos o de la fórmula utilizada para su fijación, cuando se haya presentado un incremento de costos o una situación excepcional y extraordinaria que afecte el mercado, en cualquier momento y mediante el ejercicio del derecho de petición. De estas solicitudes se correrá traslado por el término de tres (3) días a la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ), para que ésta se pronuncie sobre las mismas.  

No se podrá realizar ninguna modificación sin la existencia del concepto previo de la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ).

Artículo 8.- Fijación directa de precios. Las competencias reconocidas en la presente ley, no modifican ni desconocen las atribuciones previstas en los artículos 2º, 60 y 61 de la Ley 81 de 1988, ni en el numeral 13, del artículo 3º del Decreto 2478 de 1999, los cuales permiten establecer controles directos de precios de los productos agropecuarios, como lo es, el arroz paddy verde, cuando existen fallas en el funcionamiento de los mercados.   
TÍTULO III

BASES DE COMPRA

Artículo 9.- Bases de compra. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural unificará las medidas, proporciones o cantidades que se utilizan por los industriales para determinar la calidad del arroz paddy verde y, por ende, establecer la cantidad o el monto total del producto a pagar a los agricultores. 
Estas medidas, proporciones o cantidades corresponden al nivel de impureza, humedad, índice pilada y demás variables que influyan de manera determinante en la calidad del producto.
Ningún industrial podrá utilizar medidas, proporciones o cantidades distintas de aquellas fijadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo rural. 

Artículo 10.- Índices de referencia de las bases de compra. Corresponde al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural establecer unos índices o porcentajes de referencia frente a cada una de las medidas, proporciones o cantidades utilizadas para determinar la calidad del producto, en cada una de las zonas o regiones del país. 

Artículo 11.- Liquidación de compras de arroz paddy verde. Al momento de liquidar las compras de arroz paddy verde, se tendrán en cuenta por los industriales, las siguientes reglas en relación con los índices de referencia de las bases de compra: 
a. En caso de que el arroz paddy verde objeto de compra o de cualquier otro negocio traslativo del dominio, supere uno o varios de los índices de referencia de las bases de compra, el industrial reconocerá al agricultor un valor adicional por dicha circunstancia.

b. En caso de que el arroz paddy verde objeto de compra o de cualquier otro negocio traslativo del dominio, resulte inferior a uno o varios de los índices de referencia de las bases de compra, el industrial podrá disminuir el número de cantidades del producto a pagar, de acuerdo con los parámetros que se establezcan en el reglamento 

c. En caso de que el arroz paddy verde objeto de compra o de cualquier otro negocio traslativo del dominio, supere uno o varios de los índices de referencia de las bases de compra y; al mismo tiempo, resulte inferior a uno varios de dichos índices; se establecerá en el reglamento un sistema de compensación para determinar las cantidades reales del producto a pagar. Lo anterior siempre que el industrial así lo requiera. 

Artículo 12.- Principio de libertad frente a los índices de referencia de las bases de compra. Los industriales podrán establecer índices distintos al de referencia para efectos de determinar la calidad del producto objeto de compra. Sin embargo, en la medida en que dichos índices sean más gravosos para el agricultor, se deberá reconocer a su favor un incentivo adicional, en los términos previstos en el reglamento. 

En todo caso, para la liquidación de compras de arroz paddy verde por fuera de los índices de referencia, se deberán aplicar las mismas reglas previstas en el artículo anterior, sólo que la comparación se llevará a cabo frente a los índices exigidos por el industrial. El reglamento desarrollará la materia. 

Artículo 13.- Régimen sancionatorio. Quien infrinja las normas previstas en el presente título, se someterá a las sanciones dispuestas en los numerales 15 y 16 del artículo 4º del Decreto 2153 de 1992 y demás normas que lo complementen, modifiquen o deroguen, así como al procedimiento previsto para su imposición a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio
TÍTULO IV

VERIFICACIÓN DE EQUIPOS 
Artículo 14.- Verificación de equipos para la toma de muestras y contramuestras. La Superintendencia de Industria y Comercio tendrá a su cargo la verificación de los equipos a través de los cuales se toman las muestras y contramuestras para efectos de determinar la calidad del arroz paddy verde. Esta atribución se podrá delegar en los términos previstos en la Ley 489 de 1998 en la Federación Nacional de Arroceros (FEDEARROZ).

La Superintendencia de Industria y Comercio o su delegado expedirá un acto administrativo a través del cual se establecerá un procedimiento objetivo para la selección de muestras y contramuestras, en la que se garantice la participación directa del agricultor o quién éste delegue, tanto en el momento de la toma de las muestras y contramuestras, como en la etapa correspondiente a la verificación de las calidades del producto. 

En el citado acto administrativo se dispondrán igualmente los requisitos que deben reunir los aparatos o instrumentos utilizados para verificar las condiciones o calidades del producto. La Superintendencia de Industria y Comercio o su delegado acreditarán trimestralmente mediante un certificado que los aparatos o instrumentos cumplen cabalmente con los requerimientos exigidos.  

Artículo 15.- Principio de contradicción frente a los resultados de las muestras y contramuestras. En caso de que los resultados que se obtengan de las muestras y contramuestras, en criterio del agricultor, no representen la calidad del producto; éste podrá en un término no mayor a dos (2) días solicitar su verificación directa por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio o su delegado, quien se pronunciara de manera definitiva sobre la materia.
Artículo 16.- Ausencia de requisitos. Cuando los aparatos o instrumentos utilizados para verificar las condiciones o calidades del producto no reúnan los requisitos exigidos, serán inmovilizados, previa orden impartida por la Superintendencia de Industria y Comercio o su delegado, y no podrán ser utilizados hasta tanto se ajusten a los requisitos establecidos, conforme a lo previsto en el artículo 14 de la presente ley. 

Artículo 17.-  Régimen sancionatorio. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente, quien haga uso de aparatos o instrumentos alterados, incompletos o disminuidos o que de alguna forma tiendan a engañar al agricultor, será sancionado administrativamente por la Superintendencia de Industria y Comercio o por su delegado, con multa hasta de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor del Tesoro Nacional. 

Para estos efectos, se aplicará el procedimiento administrativo para infracciones a la competencia, previsto en el Decreto 2153 de 1992 y demás normas que lo complementen, modifiquen o deroguen.

Parágrafo.- El reglamento establecerá el procedimiento que se deberá surtir para que los recursos que se obtengan de la imposición de multas se consignen a favor del Tesoro Nacional. 

TÍTULO V

INCENTIVOS A LOS AGRICULTORES
Artículo 18.- Incentivos y apoyos directos. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá otorgar, en forma selectiva y temporal, dentro del ejercicio de una política pública objetiva, incentivos y apoyos directos a los agricultores del arroz paddy verde, en todas las zonas existentes en el país, de acuerdo con el área de siembra o los volúmenes de cosecha. Estos incentivos podrán otorgarse a través de los programas de apoyo existentes o mediante la creación de uno nuevo.
Para todos los efectos, se debe entender que los apoyos económicos directos o incentivos son una ayuda que ofrece el Estado sin contraprestación económica alguna a cambio del agricultor. Los mismos corresponden a una atribución potestativa del Gobierno Nacional, previo señalamiento de los requisitos y condiciones que debe cumplir quien aspire a convertirse en beneficiario. 
Estos apoyos se otorgarán con la finalidad de estimular al sector arrocero, aminorar los efectos que se presenten por fallas en el funcionamiento del mercado, mejorar la competitividad, proteger el ingreso y condiciones de vida de los agricultores y mantener la paz social en el desarrollo del sector agrícola. 
Parágrafo 1.- El Consejo Nacional del Arroz, emitirá concepto en relación con las áreas y montos de los incentivos y apoyos establecidos en el presente artículo.
Parágrafo 2.- Los incentivos y apoyos directos previstos en esta ley, bajo ninguna circunstancia se oponen a las medidas de promoción al desarrollo tecnológico del cultivo, originadas en virtud de los recursos a los cuales hace referencia la Ley 101 de 1963, modificada por la Ley 63 de 1983.  
TÍTULO VI

PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA
Artículo 19.- Actos contrarios a la libre competencia. Para el cumplimiento de las funciones a que se refiere el artículo 44 del Decreto 2153 de 1992, se consideran igualmente contrarios a la libre competencia en el sector arrocero, entre otros, los siguientes actos:  

1. Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, a la adquisición previa o posterior por parte del vendedor de la totalidad o de una parte de los insumos que ofrezca, provea o suministre el comprador.

2.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, al cruce de cuentas o también llamado cruce de carteras entre vendedor y comprador. 
3.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, a la inscripción previa por parte del vendedor del área de cultivo, para fines de conocimiento y comercialización del comprador. 

4.- Los que tengan por objeto o tengan como efecto subordinar la compraventa o la celebración de cualquier otro negocio jurídico traslativo del dominio sobre una cosecha, al seguimiento de órdenes o recomendaciones por parte del comprador, en relación con las áreas de cultivo, el sistema de siembra o las técnicas de producción. 

Artículo 20.- Sanciones. Quienes infrinjan las prohibiciones consagradas en el artículo anterior, se someterán a las sanciones dispuestas en los numerales 15 y 16 del artículo 4º del Decreto 2153 de 1992 y demás normas que lo complementen, modifiquen o deroguen, así como al procedimiento previsto para su imposición a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio.
TÍTULO VII

DISPOSICIONES FINALES
Artículo 21.- De la prenda sin tenencia sobre los cultivos o cosechas. En los contratos de prenda sin tenencia que se celebren entre agricultores e industriales sobre cultivos o cosechas de arroz paddy verde, se encuentran absolutamente prohibidas las cláusulas que impidan la enajenación de los bienes pignorados a favor de un tercero, y que, por ende, limiten su tradición únicamente al acreedor prendario. 

La enajenación del bien previamente mencionado se realizará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1216 del Código de Comercio. En todo caso, la autorización deberá ser otorgada por el acreedor en un plazo no superior a tres (3) días corrientes y ésta no podrá negarse cuando el tercero ofrezca un mejor precio por los cultivos o cosechas de arroz paddy verde. 
Serán válidas las cláusulas penales que se pacten por desconocer la obligación de obtener la autorización previa del acreedor, a fin de poder enajenar los bienes pignorados. Para su validez estas cláusulas se someterán a los límites previstos en el ordenamiento jurídico. 
El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo, se entenderá para todos los efectos legales como un acto contrario a la libre competencia y generará las mismas sanciones previstas en el artículo 20 de la presente ley. 
Artículo 22.- Régimen especial de intereses. Siempre que el agricultor deba una suma de dinero a favor del industrial por concepto de obligaciones originadas en la cadena de producción del arroz, frente a las cuales se haya pactado el pago de intereses remuneratorios o moratorios; no habrá lugar al reconocimiento y cancelación de los mismos, cuando la falta o demora en el pago de dichas obligaciones se origine en el otorgamiento del beneficio del pago por cuotas de la cosecha adquirida por parte del industrial a favor del agricultor. 

Artículo 23.- Obligación de reporte. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural informará a la Superintendencia de Industria y Comercio cuando tenga indicios sobre la posible existencia de prácticas restrictivas de la competencia o que constituyan abuso de posición dominante en el mercado del arroz. 

El desconocimiento de esta obligación será considerada como falta gravísima para efectos disciplinarios. 

Artículo 24. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

Cordialmente,

________________________


RODRIGO LARA RESTREPO
      

H. Senador de la República
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* Materia Prima en la industria de alimentos para animales





Usos: Pastas alimenticias, Sopas, Cervezas y Mezclas con arroces enteros.
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Pulimento





Harina de Pulimento


(Salvado de Arroz) *





Arroz Blanco





Arroz Descascarillado


(Integral, Brown)





Cascarilla de Arroz





Arroz Cáscara


(Paddy Verde)











� Resolución No. 22.625 del 19 de septiembre de 2005 de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Colección Documentos IICA, Serie Competitividad No. 16.


� Sistema de Información Sectorial SIS de FINAGRO. 


� Se entiende por arroz riego: Aquél en el que el agua que requiere el cultivo es provista por el hombre en cualquier momento, y puede hacerse por bombeo o gravedad, o por inundaciones o fangueo. 


� Se entiende por arroz secano mecanizado: Aquél en el que el agua proviene únicamente de las lluvias, a través de canales de drenaje. Es mecanizado cuando se emplean maquinas para realizar una o varias labores del proceso productivo.


� Se entiende por arroz manual: Aquél en el que proceso productivo se realiza exclusivamente con la mano del hombre. Su finalidad esencial es el autoconsumo. 


� Colección Documentos IICA, Serie Competitividad No. 16.


� Colección de Documentos IICA, Serie Competitividad No. 7., referente al Acuerdo Marco para la Competitividad de la Cadena del Arroz, República de Colombia, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 


� La producción anual es de aproximadamente 2.300.000 toneladas de arroz paddy verde. 


� Resolución No. 22.625 del 19 de septiembre de 2005 de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Colección Documentos IICA, Serie Competitividad No. 16.


� La escasez de tierras idóneas para el riego y drenaje “eleva dramáticamente los costos de la tierra y obliga a realizar buena parte de la producción en condiciones de secano [tierra de labor que no tiene riego y depende exclusivamente del agua lluvia], la cual está sujeta a mayores riesgos, más bajas productividades, mayor estacionalidad y menores rendimientos industriales. La estacionalidad genera congestión en la demanda de maquinaria en las épocas de siembra; y cuellos de botella en la disponibilidad de maquinaria, infraestructura de secamiento, transporte y almacenamiento en los picos de cosecha. La falta de riego también limita las posibilidades de especialización regional e impide el surgimiento de empresas especializadas en la prestación de servicios a la producción arrocera”. Colección de Documentos IICA. Op.Cit. 


� Resolución No. 22.625 del 19 de septiembre de 2005 de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Resolución No. 22.625 del 19 de septiembre de 2005 de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Se impusieron por la Superintendencia las siguientes sanciones pecuniarias: (i) Molinos Roa S.A., la suma correspondiente a $ 763.000.000 millones de pesos; (ii) Molino Flor Huila S.A. la suma de $ 763.000.000 millones de pesos; (iii) Arroz Diana S.A. la suma de $ 286.000.000 millones de pesos; (iv) Procesadora de Arroz Ltda. la suma de $ 240.000.000 millones de pesos y (v) Unión de arroceros S.A. la suma de $ 155.000.000 millones de pesos.    


� Dícese del rendimiento de grano entero en arroz. 


� Es el producto de una mala formación del grano en la espiga afectada por alteraciones climáticas, básicamente por períodos cortos en la etapa de maduración y a altas temperaturas del medio ambiente; esto sucede en climas tropicales como el nuestro. Un tiempo de maduración más largo, como el de las zonas templadas en los Estados Unidos, contribuye a la formación de granos cristalinos duros con baja presencia de granos blanquecinos, yeso y panza blanca.


� Por cuestiones prácticas, se omite el omite el nombre del agricultor y del molino.  


� http://www.portafolio.com.co/negocios/agronegocios


� Lo anterior suponiendo que el precio del arroz se mantenga igual durante todo un año.


� Esta información corresponde a la queja que por infracciones a las reglas de la libre competencia formuló en el pasado mes de diciembre de 2009, el sector agricultor del arroz frente a los grandes molinos, en la Superintendencia de Industria y Comercio. 


� La Información que a continuación se relaciona corresponde a los hechos relatados en la queja que por abuso de posición dominante los agricultores impusieron contra los molinos en la Superintendencia de Industria y Comercio. 


� Previamente se señaló que la carga equivale a 125 kilos.


� Conforme a estadísticas visibles en la página web de FEDEARROZ a diciembre de 2009, el precio por tonelada de arroz blanco ascendía a $ 1.517.585; mientras el valor por tonelada del arroz paddy verde en la misma fecha llegaba a $ 725.278.


� Ley 67 de 1983, art. 4º.


� Decreto 1000 de 1984, art. 2º.


� El Decreto 1000 de 1984, en el artículo 17, consagra un importante elemento de control administrativo, consistente en que las personas obligadas a recaudar las cuotas de fomento arrocero, requerirán para efectos fiscales de un Certificado de Paz y Salvo expedido por FEDEARROZ, por concepto de recaudo y remesas de dichas cuotas, como requisito para que sus compras sean aceptadas como costo.  


� El artículo 14 del Decreto 1000 de 1984, establece a su cargo, entre otras, las siguientes funciones: “a) Aprobar el Plan de Inversiones y Gastos de que trata la Ley; b) Determinar los gastos administrativos que para el cumplimiento de los objetivos legales les corresponde asumir a los Fondos de Fomento durante cada vigencia y establecer, con cada Federación, aquellos que son de su cargo como entidades administradoras, de manera que se limiten claramente responsabilidades y gastos de unos y otras; c) Autorizar la celebración de contratos que por Ley o según el reglamento lo requieran y especialmente los relativos a préstamos, prestación de servicios, compra-venta de inmuebles y aquellos que se celebren con el Gobierno Nacional; d) Aprobar los recursos con destino a la subcuenta reservas para comercialización y e) Darse su propio reglamento”. 


� Además de los Ministerios de Agricultura, Hacienda, Comercio Exterior, Desarrollo Económico y del Director de Planeación Nacional; el Consejo Nacional del Arroz está integrado por los gremios de toda la cadena productiva, esto es, FEDEARROZ, INDUARROZ, MOLIARROZ y ACOSEMILLAS; así como por el Gerente de la Bolsa Nacional Agropecuaria y dos delegados de FENALCO.   


� “Por el cual se organiza el sistema nacional de normalización, certificación y metrología”.





